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Cuarta Parte

Código de la infancia y la 
adolescencia- ley 1098/2006 
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Generalidades 

Colombia se colocó a la cabeza de los países latinoamericanos al 
expedir el Código del Menor, mediante el Decreto 2737 de 1989, 

como legislación especializada para atender la problemática infantil, 
una de las causas más graves de subdesarrollo, cuando la niñez de un 
país no es educada en un ambiente de afecto, de atención a sus necesi-
dades básicas. Por consiguiente, este Código entrega todas las posibi-
lidades de educación a los menores para que aprendan una profesión, 
arte u oficio, pues muy poco puede avanzar el país a través de peque-
ñas partidas en el presupuesto nacional sin que exista una política in-
tegral de erradicación de la pobreza. 

Luego de la experiencia en la aplicación del mencionado D. 2737/89   
o Código del Menor  y promulgada la Constitución de 1991, se hizo 
evidente la necesidad de modificar y adaptar a las nuevas reglamenta-
ciones internacionales, sobre Derechos Humanos, la normatividad de 
los menores, siendo necesario, además,  cumplir con  el compromiso 
adquirido al ratificar la Convención Internacional sobre los Derechos 
del Niño60. Así es como se expide el nuevo “Código de la Infancia y la 

60	  Adoptada en Viena el 23 de mayo de 1969, entró en vigor el  27 de enero de 
1980. En Colombia,  entra en vigor el 10 de mayo de 1985, por virtud de la 
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Adolescencia” -CIA- mediante la Ley 1098 de noviembre 8 de 2006, la 
cual entró en vigencia 6 meses después de su promulgación, es decir, 
el 9 de mayo de 2007. En esta nueva ley, se incorpora la doctrina de 
la protección integral de la niñez, dejando de lado la concepción plas-
mada en el Código anterior, sobre la atención que se le debía prestar 
al niño que se encontrara en una situación irregular. 

La Protección Integral es el reconocimiento de los niños, las niñas 
y adolescentes como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento 
de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración, y la segu-
ridad de su restablecimiento inmediato, en desarrollo del principio del 
interés superior61.    Como elementos determinantes de la protección 
integral, la L. 1098/2006 incorpora los siguientes principios rectores: 

1.	 El interés superior del niño para que se le garantice la satisfac-
ción de todos los derechos humanos. 

2.	 La prevalencia de los derechos de los niños en todo acto, deci-
sión o medida administrativa, judicial o de cualquier naturale-
za que deba adoptarse. 

3.	 La corresponsabilidad de la familia, la sociedad y el estado en 
la atención, cuidado y protección del niño. 

4.	 La exigibilidad de los derechos por cualquier persona y la res-
ponsabilidad inexcusable de actuar para el restablecimiento de 
los derechos por la autoridad competente. 

5.	 La perspectiva de género o reconocimiento de las diferencias 
sociales, biológicas y psicológicas  entre las personas según el 
rol  desempeñado en la familia. 

6.	 La responsabilidad parental, compartida y solidaria de ambos 
padres en el logro del máximo nivel de satisfacción de los de-
rechos de los niños, niñas y adolescentes. 

7.	 Deber de vigilancia del Estado, a  través del Bienestar Familiar 
como ente rector e  coordinador y articulador del sistema 
Nacional de Bienestar Familiar. 

Ley 32 de 1985. 

61	 Código de la Infancia y la Adolescencia, artículo 7º. 
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El Art. 217, respecto de la derogatoria de la antigua normatividad, 
expresó: “El presente Código deroga el Decreto 2737 de 1989 o Código 
del Menor, a excepción de los artículos 320 a 325 y los relativos al jui-
cio especial de alimentos, los cuales quedan vigentes, también deroga 
las demás disposiciones que le sean contrarias”. Las normas que que-
dan vigentes hacen relación a la prohibición de que los menores ac-
cedan a material pornográfico, en vídeos, cines, y demás espectáculos 
que atenten contra su integridad moral, o su salud física o mental. De 
igual manera, se prohíbe el expendio de bebidas alcohólicas. 

En desarrollo de estos principios rectores, el Art. 2º expresa como 
objeto del Código de la Infancia y la Adolescencia  

 

…el establecer normas sustantivas y procesales para la protección 
integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el 
ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los instru-
mentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución 
Política y en las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía 
y protección será obligación de la familia, la sociedad y el Estado. 

 
Este Código, antes que ser represivo, es protector y procura la defensa 
de los derechos de quienes no han llegado a la mayoría de edad, enten-
diéndose por niños o niñas a los menores de 12 años y por adolescen-
tes a las personas entre 12 y 18 años de edad. Sus normas son de orden 
público, son irrenunciables y se aplican de preferencia a otras disposi-
ciones legales. De igual manera, cobija a todos los niños y adolescentes 
nacionales y extranjeros que se encuentren en territorio colombiano y 
a los nacionales que se encuentren fuera del país, incluidos los menores 
que tengan doble nacionalidad cuando una de ellas es la colombiana.  

Cuando se trate de procesos y demás aspectos relacionados con la 
problemática infantil, las autoridades conocedoras de ellos, al apreciar 
los hechos, deben tener en cuenta los usos y costumbres del medio so-
ciocultural en que habitualmente se desenvuelven. Para los indígenas, 
igualmente, la capacidad para el ejercicio de sus derechos se regirá por 
sus propios sistemas normativos, sin perjuicios de los principios que 
rigen sus culturas y organización social, debiendo guardar plena ar-
monía con nuestra Constitución Política. 



Una mirada al derecho de familia desde la psicología jurídica

292

Sumado a lo anterior, el Código establece la corresponsabilidad de 
la familia, la sociedad y el Estado en la atención, cuidado y protección 
de los menores, así como en las acciones conducentes a garantizar el 
ejercicio de los derechos de los mismos. De igual manera, se dispone 
de manera expresa la responsabilidad del Estado, a través del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, en el control y funcionamiento de 
las instituciones que alberguen o cuiden niños, las que prestan servi-
cios de protección a los menores de edad y las que desarrollen pro-
gramas de adopción.  

La fuerza pública es un sostén obligatorio de los organismos ju-
risdiccionales y administrativos, para garantizar la eficacia de las me-
didas de protección. A su vez, el Estado debe prevenir y sancionar el 
tráfico y secuestro de los menores, así como las adopciones ilegales, 
apoyándose en organismos competentes que desarrollen también pro-
gramas destinados a la atención integral de los infantes, con la activa 
participación de la familia y del grupo social. 

 

Derechos del niño, niña o adolescente 
El artículo 44 de la Constitución Nacional consagra como derechos 
fundamentales de los niños:  

(…) la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separado de ella, el cuidado y el amor, la educa-
ción y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. 
Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia físi-
ca y moral, secuestros, venta, abuso sexual, explotación laboral 
o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los dere-
chos consagrados en la Carta Magna, en las leyes y en los trata-
dos internacionales ratificados por Colombia. 

 
El  artículo 45 CN,  contempla que  “Los adolescentes tienen derecho a 
la protección y a la formación integral. El estado y la sociedad garanti-
zan la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y 
privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la 
juventud”.    El actual Código de la Infancia y la Adolescencia, consa-
gra de manera más explícita los derechos y libertades de los menores 
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desde los artículos 17 al 37 CIA. En estas normas se establece el dere-
cho de los menores a una buena calidad de vida y a un ambiente sano, 
a la integridad personal, a especiales medidas de protección cuando 
sean sujetos de situaciones irregulares que ameriten una  de las medi-
das preventivas especiales; a la libertad, a tener una familia, a la salud, 
la educación, la recreación, al trabajo en circunstancias especiales, de 
protección especial a los menores con discapacidad, entre otros.  

Para la garantía de estos derechos y su prevención, se establece en 
el Titulo II las obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado, así 
como las obligaciones especiales de las instituciones educativas, del 
sistema de seguridad social en salud, y responsabilidad de los medios 
de comunicación.  

 

Situaciones que requieren protección:  
El Código de la Infancia y la Adolescencia establece en su  artículo 20,  
que los niños, niñas y adolescentes deben ser protegidos cuando se en-
cuentren en algunas de las situaciones que la misma norma enumera. 

1.	 El abandono físico, emocional y psico-afectivo de  sus padres, 
representantes legales o de las personas, instituciones y autori-
dades que tienen la responsabilidad de su cuidado y atención.  

2.	 La explotación económica por parte de sus padres, represen-
tantes legales, quienes vivan con ellos o cualquier otra perso-
na. Serán especialmente protegidos contra su utilización en la 
mendicidad. 

3.	 El consumo de tabaco, sustancias psicoactivas, estupefacientes 
o alcohólicas y la utilización, el reclutamiento o la oferta de 
menores en actividades de promoción, producción, recolección, 
tráfico,  distribución y comercialización. 

4.	 La violación, la inducción, el estímulo y el constreñimiento a la 
prostitución; la explotación sexual, la pornografía y cualquiera 
otra conducta que atente contra la libertad, integridad y forma-
ción sexual de la persona menor de edad. 

5.	 El secuestro, la venta, la trata de personas y el tráfico y cual-
quier otra forma contemporánea de esclavitud o servidumbre. 
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6.	 Las guerras y los conflictos armados internos. 
7.	 El reclutamiento y la utilización de los niños por parte de los 

grupos armados organizados al margen de la ley. 
8.	 La tortura y toda clase de tratos y penas crueles, inhumanas, 

humillantes y degradantes, la desaparición forzada y la deten-
ción arbitraria. 

9.	 La situación de vida en la calle de niños y niñas. 
10.	Los traslados ilícitos y su retención en el extranjero para cual-

quier fin. 
11.	El desplazamiento forzado. 
12.	El trabajo que por su naturaleza o que por las condiciones en 

que se lleva a cabo es probable que pueda afectar la salud, la 
integridad y la seguridad o impedir el derecho a la educación. 

13.	Las peores formas de trabajo infantil, conforme al convenio 82 
de la OIT. 

14.	El contagio de enfermedades infecciosas prevenibles durante 
la gestación o después de nacer, o la exposición durante la ges-
tación a alcohol o cualquier tipo de sustancia psicoactiva que 
pueda afectar su desarrollo físico, mental o su expectativa de 
vida. 

15.	Los riesgos y efectos producidos por desastres naturales y de-
más situaciones de emergencia. 

16.	Cuando su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo 
administren. 

17.	Las minas antipersonales. 
18.	La transmisión del VIH-SIDA y las infecciones de transmisión 

sexual. 
19.	Cualquier otro acto que amenace o vulnere sus derechos. 
 

Cuando los derechos de los niños sean vulnerados, existe la obligación 
de restablecerlos por parte del Estado en su conjunto, a través de las 
autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, oficiar 
o conducir ante la policía, las Defensorías de Familia, las Comisarías 
de Familia o en su defecto, los Inspectores de Policía o las personerías 
municipales o distritales, a todos los niños que se encuentren en con-
diciones de riesgo o vulnerabilidad. Cuando esto ocurra, la autoridad 
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competente deberá asegurarse de que el Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar garantice su vinculación a los servicios sociales. 

 

Medidas para el restablecimiento 
de los derechos 
El Capítulo II del Código de la Infancia y la Adolescencia, a partir 
del artículo 50, establece las actividades que se deben desarrollar por 
parte de las autoridades del Estado para obtener el restablecimiento y 
ejercicio efectivo de los derechos de los niños, niñas y los adolescen-
tes, así como la restauración de su dignidad e integridad como suje-
tos de derechos. 

De esta manera, y al tenor de lo dispuesto en el artículo 51, las au-
toridades públicas, tan pronto tienen conocimiento de que un menor 
se encuentra en condiciones de riesgo o de vulnerabilidad, están en la 
obligación de informar, oficiar y conducir ante la policía, las defenso-
rías de familia, las comisarías de familia o en su defecto, los inspecto-
res de policía o las personerías municipales y distritales, a todos los 
niños, las niñas o los adolescentes que se encuentren en condiciones de 
abandono o de peligro.    Para el restablecimiento de los derechos es-
tablecidos en el Código de la Infancia y del Menor, la autoridad com-
petente, previa la verificación de la garantía de derechos a que hace 
relación el artículo  52, tomará alguna o varias de las siguientes medi-
das, consagradas en el artículo 53 del  CIA.  

1.	 Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 
2.	 Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad 

que amenace o vulnere sus derechos o de las actividades ilíci-
tas en que se pueda encontrar y ubicación en un programa de 
atención especializada  para el restablecimiento del derecho 
vulnerado. 

3.	 Ubicación inmediata en medio familiar. 
4.	 Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no 

procede la ubicación en los hogares de paso. 
5.	 La adopción. 
6.	 Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras 

disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protec-
ción integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 
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7.	 Promover las acciones policivas, administrativas o judiciales a 
que haya lugar. 

 
Competencia y procedimiento para 
aplicar medidas de protección:            
El procedimiento administrativo y las reglas especiales  están consa-
gradas a  en el capítulo IV de la L. 1098/2006, a partir del artículo 96. 

Establece esta norma que corresponde al Defensor de Familia, 
o donde no haya Defensor, al Comisario de Familia y en subsidio de 
éste y en ausencia de los anteriores, al Inspector de Policía del lugar 
en donde se encuentre el niño, procurar y promover la realización y 
restablecimiento de los derechos de los niños reconocidos en los tra-
tados internacionales, en la Constitución Política y en el Código de la 
Infancia y la Adolescencia. De igual manera, la Policía Nacional y en 
especial la Policía de Infancia y Adolescencia, tienen asignadas funcio-
nes de apoyo para garantizar los derechos de las niños, niños y ado-
lescentes (Art. 89 CIA). 

Son pues estas las autoridades las que conforman el Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar, siendo el Instituto colombiano de 
Bienestar nacional, el organismo rector. El Instituto tiene a su cargo  
la articulación de las entidades responsables de la garantía de los de-
rechos, la prevención de su vulneración, la protección y el restableci-
miento de los mismos, en los ámbitos nacional, departamental, distrital, 
municipal y resguardos o territorios indígenas.  

Las tareas de las autoridades competentes y de los funcionarios 
que integran el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, si bien es cier-
to que varían según lo expresado en los artículos mencionados donde 
se le asignan sus funciones, podemos decir que la función primordial 
de la autoridad competente es la de promover la realización y resta-
blecimiento de los derechos reconocidos en los tratados internaciona-
les, en la Constitución Política y en el Código de la Infancia y de la 
Adolescencia. 

 El mismo  artículo  97 sobre competencia territorial establece 
que en aquellos casos en que el niño se encuentre fuera del país, será 
competente la autoridad del lugar en donde haya tenido su última re-
sidencia dentro del territorio nacional. 
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En cuanto a las funciones que corresponden al defensor de fami-
lia, enumeradas  en el artículo 82 CIA., se relacionan las siguientes: 

1.	 Adelantar de oficio las actuaciones necesarias para prevenir, pro-
teger y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescen-
tes cuando tenga información sobre su vulneración o amenaza. 

2.	 Adoptar las medidas de restablecimiento de derechos para de-
tener la vulneración o amenaza. 

3.	 Emitir los conceptos ordenados por la ley en las actuaciones 
judiciales o administrativas 

4.	 Ejercer las funciones de policía señaladas en la L. 1098/2006.  
5.	 Dictar las medidas de restablecimiento de derechos para los 

menores de 14 que cometan delitos. 
6.	 Asumir la asistencia y protección del adolescente responsable 

de infringir la ley penal, ante el Juez penal para adolescentes. 
7.	 Conceder permiso para salir del país cuando no sea necesaria 

la intervención del Juez.   
8.	 Promover la conciliación extrajudicial en los asuntos relacio-

nados con derechos y obligaciones entre los miembros de la 
familia. 

9.	 Aprobar las conciliaciones en relación a las relaciones pater-
nofiliales, tales como, tenencia y custodia, régimen de visitas, 
fijación provisional de la cuota alimentaria, respecto de las re-
laciones de los cónyuges, la fijación provisional de residencias 
separadas, la suspensión de vida en común entre los compañe-
ros permanentes y demás aspectos relacionados con el régimen 
económico del matrimonio o la unión marital de hecho.  

10.	Citar al presunto padre para el reconocimiento  voluntario del 
hijo extramatrimonial y extender el Acta 

11	 Promover los procesos judiciales en defensa de los derechos de 
los niños, niñas  o los adolescentes y representarlos en caso de 
ser necesario. 

12.	Fijar cuota provisional de alimentos, siempre que no se logre 
la conciliación. 

13.	Declarar la situación de adoptabilidad del niño o niña y auto-
rizar la adopción. 
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14.	Formular denuncia penal cuando advierta que el niño haya sido 
víctima de delito. 

15.	Solicitar la inscripción del nacimiento de un niño y la correc-
ción, modificación o cancelación de su registro civil cuando 
se pruebe que el nombre y sus apellidos no corresponden a la 
realidad de su estado civil de origen biológico sin necesidad de 
acudir a la jurisdicción de familia. 

Ahora bien, como se ha dicho con anterioridad, las funciones del 
Defensor de Familia, pueden ser asumidos por el Comisario de Familia 
o por el Inspector de Policía, en ausencia de los anteriores. 

Pero adicionalmente, Por el Decreto  4840 de  2007, se dispuso la  
creación, composición y funcionamiento de las comisarías de familia, 
encargadas de prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos 
de los miembros de la familia por ocurrencia de situaciones de violen-
cia intrafamiliar.  De esta manera,  las Comisarias de  Familia tienen 
funciones propias  referidas al  conocimiento de las situaciones de vio-
lencia intrafamiliar y que se encuentran contempladas en el artículo 
86 CIA. Siendo funciones del Comisario de Familia:  

 
1. 	 Garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos de los 

miembros   de la familia conculcados por situaciones de vio-
lencia intrafamiliar    

 2.	  Atender y orientar a los niños, niñas y adolescentes y demás 
miembros del grupo familiar en el ejercicio y restablecimiento 
de sus derechos 

 3. 	Recibir denuncias y adoptar las medidas de emergencia y pro-
tección  necesarias en casos de delitos contra los niños, niñas y 
adolescentes   

 4. 	Recibir denuncias y tomar las medidas de protección en casos 
de violencia intrafamiliar

 5. 	Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, 
la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas, la suspen-
sión de vida en común de los cónyuges o compañeros y fijar 
las cauciones de comportamiento conyugal, en las situaciones 
de violencia intrafamiliar.   
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6. 	 Practicar rescates para conjurar las situaciones de peligro en 
que pueda encontrarse un niño, niña o adolescente, cuando la 
urgencia del caso lo demande.

7. 	 Desarrollar programas de prevención en materia de violencia 
intrafamiliar y delitos sexuales. 

8. 	 Adoptar las medidas de restablecimiento de derechos en los ca-
sos de maltrato infantil y denunciar el delito 

9. 	 Aplicar las medidas policivas que correspondan en casos de 
conflictos familiares, conforme a las atribuciones que les con-
fieran los concejos municipales. 

  
El  procedimiento  administrativo 

Actuación previa (Art. 99)    
El trámite se puede iniciar por el representante legal del niño, niña o 
adolescente o quien tenga su custodia o cuidado, aunque también po-
drá hacerlo directamente el o la niña o adolescente. Una vez teniendo 
el conocimiento de la amenaza o la vulneración de los derechos, en 
providencia donde se ordene la apertura de la investigación se debe-
rá ordenar: 

1. 	 La identificación y citación de sus representantes legales, de las 
personas con quienes  conviva o sean responsables de su cuida-
do, o de quienes de hecho lo tuvieren a su cargo, y de los im-
plicados en la violación o amenaza de los derechos. 

2. 	 Las medidas provisionales de urgencia que requiera la protec-
ción integral del niño, niña o adolescente. 

3. 	 La práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer 
los hechos que configuran la presunta vulneración o amenaza 
de los derechos del menor afectado. 

Hay que tener en cuenta que, al tenor del artículo 104 CIA, la autori-
dad que conoce de la situación de vulneración de derechos en que se 
encuentre un niño, niña o adolescente, puede comisionar a las autori-
dades administrativas para que cumplan funciones de policía judicial, 
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así como para la práctica de pruebas fuera de su sede, en la forma 
prevista en el CGP.         

También, al tenor del  artículo 105 CIA, el defensor entrevistará al 
menor para establecer las condiciones individuales y las circunstancias 
que lo rodean. Según el artículo106, siempre que el defensor tenga co-
nocimiento de que el menor se halla en situación de peligro que com-
prometa su vida o integridad personal, procederá a su rescate con el 
fin de prestarle la protección necesaria. Adicionalmente, y cuando las 
circunstancias lo ameriten, practicará allanamiento al sitio en donde 
se encuentre el menor, siempre que le sea negado el ingreso o no haya 
quien se lo facilite. De la diligencia deberá quedar constancia en un acta. 

  
Trámite (Art. 100)    

1. 	 En caso de que el asunto se pueda conciliar, se debe citar a au-
diencia de conciliación para lograr un acuerdo entre las partes, 
la que se debe llevar a cabo dentro de los 10 días siguientes al 
conocimiento de los hechos. De lograrse la conciliación, se le-
vantará acta en donde se dejará constancia de lo conciliado y 
su aprobación.   

2. 	 En caso de fracasar la conciliación, o tratándose de asuntos que 
no la admitan, el funcionario procederá a establecer las medidas 
de protección urgentes que el niño, niña o adolescente  requie-
ra, incluyendo la obligación provisional de alimentos, visitas y 
custodia.   

3. 	 De dicha decisión se correrá traslado por cinco días a las de-
más personas interesadas o implicadas en la solicitud, para que 
se pronuncien o aporten pruebas que deseen hacer valer.  Una 
vez vencido el traslado, se practicarán las pruebas y con base 
en ellas se fallará mediante resolución susceptible del recurso 
de reposición.  

4. 	 Este recurso se debe interponer verbalmente en la audiencia en 
que se profirió la decisión por quienes asistieron a la misma, y 
para quienes no asistieron, la resolución se notificará por es-
tado y deberán interponer el recurso, en los plazos y términos 
señalados en el Código General del Proceso. 
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5. 	 Una vez resuelto el recurso o quedando en firme la resolución 
por no haberse interpuesto recurso alguno, el expediente debe 
remitirse al Juez de Familia para homologar el fallo, si dentro 
de los cinco días siguientes a su ejecutoria alguna de las partes 
o el Ministerio Público lo solicita con expresión de las razones 
en que se funda la inconformidad. El Juez tendrá 10 días para 
resolver sobre la validez de la resolución. 

6. 	 Ante de proferir la resolución, la autoridad competente podrá or-
denar que el equipo técnico o interdisciplinario de la Defensoría 
o de la Comisaría o algunos de sus integrantes rinda dictamen 
pericial, con el fin de adoptar la medida más conveniente para 
el  niño, niña o adolescente, de acuerdo a la ocurrencia de los 
hechos que rodean la situación familiar y personal del menor.  

7. 	 En todo caso, hay que tener en cuenta que la actuación admi-
nistrativa deberá resolverse dentro de los cuatro meses siguien-
tes a la fecha de la presentación de la solicitud o a la apertura 
oficiosa de la investigación. Si se vence dicho plazo sin que la 
autoridad competente profiera la Resolución respectiva, el ex-
pediente será remitido al juez de familia para que, de oficio, 
adelante la actuación o el proceso respectivo, sin perjuicio de 
la investigación disciplinaria por incumplimiento de los debe-
res del funcionario.  

 
Contenido del fallo (Art. 101 CIA) 
La Resolución deberá contener una síntesis de los hechos en que se 
funda, el examen crítico de las pruebas y los fundamentos jurídicos de 
la decisión. Cuando contenga una medida de restablecimiento, deberá 
señalarla concretamente, explicar su justificación e indicar su forma de 
cumplimiento, la periodicidad de su evaluación y los demás aspectos 
que interesen a la situación del niño, niña o adolescente. Esta resolu-
ción debe ser de ejecución inmediata para los particulares y autorida-
des prestadoras de los servicios requeridos. 

Es importante tener en cuenta que la autoridad administrativa que 
haya adoptado alguna de las medidas de protección previstas,  podrá 
modificarla o suspenderla cuando esté demostrada la alteración de las 
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circunstancias que dieron lugar a ella (Art. 103 CIA), lo que demuestra 
el carácter transitorio de las medidas adoptadas.  

    
Contenido de la declaratoria de 
adoptabilidad o vulneración de derechos.  
(Art. 107 CIA).      330*7500
Al tenor de la norma,  en la resolución que se declare que el menor se 
encuentra en una situación de peligro o de abandono que amerite como 
medida de protección la adopción, o se determine la vulneración de 
derechos del niño, niña o adolescente, se ordenará una o varias de las 
medidas de restablecimiento consagradas en el Art. 53 CIA  o cualquier 
otra que se consagre en el CIA. En la misma Resolución se indicará: 

a. 	 La cuota mensual que deberán suministrar los padres o las per-
sonas de quienes dependa el niño, niña o adolescente para su 
sostenimiento, mientras se encuentre bajo una medida de res-
tablecimiento, cuando a ello haya lugar.  

b. 	De igual manera, para garantizar la adecuada atención al niño, 
niña o adolescente,  en el seno de su familia, el Defensor de 
Familia podrá disponer que los padres a cuyo cargo se encuen-
tre, cumplan con alguna o algunas de las siguientes actividades: 
i) asistencia a un programa oficial o comunitario de orienta-
ción o de tratamiento familiar; ii) asistencia a un programa de 
asesoría, orientación o tratamiento de alcohólicos o adictos a 
sustancias que produzcan dependencia; iii) asistencia a un pro-
grama de tratamiento psicológico o psiquiátrico; iv) cualquier 
otra actividad que contribuya a garantizar el ambiente adecua-
do para el desarrollo del niño, niña o adolescente. 

c. 	 Si es el caso de que la resolución declare la adoptabilidad del 
menor, dentro de los veinte días de la ejecutoria de dicha reso-
lución podrán oponerse las personas a cuyo cargo estuviere el 
cuidado, la crianza y educación del niño, niña o adolescente, 
aunque no lo hubieren hecho durante la actuación administra-
tiva. Para ello, deberán expresar las razones en que se fundan 
y aportar las pruebas que sustentas la oposición.  
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d. 	La resolución de adoptabilidad producirá, respecto de los padres, 
la terminación de la patria potestad del niño, niña o adolescen-
te adoptable y será inscrita en el registro civil de nacimiento del 
menor.  

e. 	 Cuando se declare la adoptabilidad del menor habiendo existi-
do oposición en la actuación administrativa, y cuando la  opo-
sición se presente en la oportunidad prevista en el parágrafo 
1º del artículo 107, el Defensor de Familia deberá remitir el ex-
pediente al juez de familia para su homologación, al tenor del 
artículo 108 CIA. 

 

Medidas de protección 
De acuerdo con el artículo 107 ya visto, dentro de la resolución que 
declare la vulneración de los derechos de un niño, se ordena aplicar 
alguna de las siguientes medidas, que sean adecuadas para cada uno 
de los casos.    

1. 	 Amonestación, con asistencia obligatoria a curso pedagógico 
(Art. 54 y 55 CIA). 

	 Es una medida conminatoria por medio de la cual se les exige 
a los padres o a las personas  responsables del cuidado del me-
nor el cumplimiento de las obligaciones que les corresponda o 
que la ley les impone. Comprende la orden perentoria de que 
cesen las conductas que puedan vulnerar o amenazar los dere-
chos de los menores, con la obligación de asistir a un curso pe-
dagógico sobre derechos de la niñez, a cargo de la Defensoría 
del Pueblo, so pena de multa convertible en arresto.  

	 El incumplimiento de las obligaciones impuestas en la diligen-
cia de amonestación, acarreará a los infractores la sanción de 
multa equivalente al valor de uno (1) a cien (100) salarios míni-
mos diarios legales vigentes, convertibles en arresto a razón de 
un (1) día por cada salario mínimo legal vigente de multa. Esta 
sanción será impuesta por la autoridad competente (defensor 
comisario o inspector). 



Una mirada al derecho de familia desde la psicología jurídica

304

2. 	 Retiro inmediato del niño, niña o adolescente,  de la situación 
de vulneración de sus derechos en que se pueda encontrar y 
ubicación en un programa de atención especializada para el 
restablecimiento del derecho vulnerado. El artículo 60 CIA de-
termina que dichos programas especializados se deben definir 
a partir de estudios diagnósticos que permitan determinar la 
naturaleza y el alcance de los mismos y deberán formularse en 
el marco de la políticas públicas de infancia y adolescencia den-
tro del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

3. 	 Ubicación inmediata en medio familiar (Arts 56, 57, 58 y 59 
CIA). Para llevar a cabo esta medida de ubicación del menor 
en medio familiar, el Código establece tres posibilidades distin-
tas, excluyentes las unas de las otras, dependiendo de la situa-
ción y las circunstancias que rodean al niño, niña o adolescente 
que requiera la aplicación de dicha medida. Tenemos entonces 
la ubicación en familia  de origen o extendida, sean sus padres 
o el pariente más cercano que ofrezca mayores garantías para 
su desarrollo integral (Art. 56); la ubicación en hogar de paso, 
cuando no aparezcan padres ni parientes responsables del cui-
dado y atención del menor, siendo una medida de ubicación in-
mediata y provisional que no podrá exceder de ocho días (Art. 
57); o la ubicación en hogar sustituto, esto es, la entrega del 
menor a una familia que se compromete a brindarle la protec-
ción necesaria, en sustitución de la familia de origen, sin que 
pueda exceder de seis meses. Ningún pequeño puede ser adju-
dicado a personas residentes en el exterior, ni tampoco sacar-
lo del país sin autorización expresa del ICBF. Mientras el niño, 
niña o adolescente permanezca en colocación familiar, el ICBF 
se subrogará en los derechos del menor contra toda persona 
que conforme a la ley le deba alimentos (Art. 59).  

4. 	 La adopción, dado su carácter de medida de protección especial, 
la adopción es una medida que analizaremos  a continuación. 
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La adopción 

Antecedentes 
La antigua institución de la adopción fue conocida por diversos pue-
blos, entre ellos el romano. Tuvo su inicial justificación por motivos 
de índole religiosa, ya que cuando no se tenía descendencia masculi-
na, no era posible continuar el culto a los antepasados y a los dioses 
familiares. Por una ficción legal se estimó que un extraño a la familia 
pudiera integrarse a ella con el propósito de que el culto tuviera ga-
rantizada la perpetuidad, admitiendo que el extraño integrara como 
partícipe familiar. 

Desaparecido ese motivo, se consideró que las personas carentes 
de descendencia pudieran sustituir la procreación natural por el pro-
hijamiento de un ser, que si bien es cierto no les unía ningún vínculo 
de consanguinidad, les ayudara a llenar el vacío de la falta de hijos y  
se remediara de esta manera, la angustia y la soledad de la pareja in-
fértil.  A su vez, se convertía la adopción en una solución para ese ser 
humano abandonado,  carente de afectos y de medios de subsistencia.  
Al ingresar a la familia adoptiva, adquiría un vínculo civil con un pa-
dre y una madre y sus respectivas familias, dotándolo de un soporte 
psicológico y una protección económica, puesto que al ser prohijado 
como hijo, gozará de  todos los derechos que dicha condición conlle-
va, incluso la de convertirse en el heredero de sus ascendientes. 

En Colombia se conoció la adopción proveniente de la legislación 
chilena, consagrada íntegramente en el título XIII del libro I del Código 
Civil, sustituido en su totalidad por la Ley 140 de 1960 y modificado 
posteriormente, en parte por los artículos 27 y 28 de la Ley 75 de 1968. 
Toda esta normatividad fue derogada por la Ley 5 de 1975, luego se 
reguló por el  Decreto 2737 de 1989 o Código del Menor, y el régimen 
actual que rige la adopción corresponde a la Ley 1098 de 2006. 

 
Concepto 
La adopción es el prohijamiento de una persona como hijo cuando no 
lo es por naturaleza. Se estima que la adopción cumple hoy una do-
ble función, ya que por un lado, suple para los hijos el vacío afectivo 
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que se crea con la falta de descendencia, mientras que al adoptado se 
le protege en cuanto encuentra un hogar en donde desarrollarse como 
persona con garantías de afecto y seguridad económica. Por eso para 
muchas personas en la institución de la adopción se encuentra un re-
medio al problema de la niñez abandonada, cuando la realidad co-
lombiana, en este duro aspecto, desborda completamente cualquier 
remedio a través de la adopción. 

 
Exigencias sustantivas de la adopción 

1. 	 En el adoptante en general  
a.	Del artículo 68 CIA,  se deducen los siguientes requisitos: 
b.	El adoptante debe ser un individuo de la especie humana, 

esto es, una persona física y no una persona jurídica. 
c.	 El adoptante debe ser capaz, es decir, estar en plenas capaci-

dades mentales, pero en cuanto a la edad, no basta con que 
tenga 18 años, ya que se hace necesario que tenga como mí-
nimo 25 años.  

d.	Se consagra en el artículo 68, en su numeral 5°, una  excep-
ción en cuanto a la edad, para el caso de la adopción uni-
personal por uno de los cónyuges cuando busca la adopción 
del hijo del otro consorte, o de un pariente dentro del tercer 
grado de consanguinidad y segundo de afinidad, se hace la 
excepción de la edad en los dos aspectos que contempla el 
artículo: para rebajar la edad a 18 años y para eliminar la 
diferencia de los 15 años que debe mediar entre adoptante 
y adoptado, siempre y cuando el último sea a la vez hijo de 
uno de los dos integrantes de la pareja adoptante o pariente 
de alguno de los cónyuges adoptantes dentro del tercer gra-
do de consanguinidad y segundo de afinidad.   

e.	 Aptitud en el adoptante para garantizar idoneidad física, 
mental y social suficiente para suministrar hogar adecuado 
y estable a un menor. 

2. 	 Quiénes pueden adoptar. 
Del artículo 68 CIA, se establecen los siguientes criterios, respecto de 
las personas adoptantes: 
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1.	 Pueden adoptar las personas solteras 
2.	 Pueden hacerlo los esposos en conjunto. 
3.	 Igualmente, la pareja formada por un hombre y una mujer, 

en unión marital de hecho, que demuestre una convivencia 
ininterrumpida de por lo menos dos (2) años, contados a 
partir de la sentencia de divorcio, si con respecto a quienes 
conforman la pareja o a uno de ellos, hubiera estado vigen-
te un vínculo matrimonial anterior.  

4.	 También el pupilo puede ser adoptado por su guardador, 
una vez aprobadas las cuentas de la administración de los 
bienes llevados por éste. 

5.	 No se opone a la adopción que el adoptante haya tenido, 
tenga o llegue a tener prole legítima, extramatrimonial o 
adoptiva. Como ya se dijo, el hijo de uno de los cónyuges 
puede ser adoptado por el otro.  

6.	 Si el niño, niña o adolescente tuviere bienes, la adopción se 
hará con las formalidades exigidas por los guardadores. 

7.	 De acuerdo con el artículo 63 CIA, sólo podrán adoptarse 
los menores de 18 años, declarados en situación de adopta-
bilidad, o aquellos cuya adopción haya sido consentida pre-
viamente por sus padres. 

8.	 Pero se establece una excepción al numeral anterior en el 
artículo 69, al establecer que  podrán adoptarse mayores de 
edad,  cuando el adoptante hubiere tenido su cuidado per-
sonal y convivido bajo el mismo techo con él, por lo menos 
dos años antes de que este cumpliera dieciocho (18) años. 

9.	 Al tenor del artículo 126 CIA, si la adopción fuere conjunta, 
en caso de morir uno de los cónyuges o compañeros antes 
de proferirse la sentencia, el proceso continúa con el sobre-
viviente. Si la petición fuera de uno solo y éste fallece, se ter-
mina el proceso. 

3. 	 Del consentimiento previo a la adopción (Art. 66 CIA). 
Todo niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de adop-
tabilidad, es porque se requiere esta medida de protección dada la vul-
neración a sus derechos a la que ha estado sometida o sometido por 
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sus representantes legales. En caso de abandono de uno de sus proge-
nitores, se le puede privar de la patria potestad mediante acción pro-
movida  por el progenitor custodio  e incluso, solicitar que se autorice  
la adopción por parte de su cónyuge o compañero permanente con 
quien el niño o la niña haya conformado su nuevo núcleo familiar.  

Pero también existe la posibilidad que uno de los progenitores 
manifieste su voluntad o preste su consentimiento para que su hijo o 
hija en adopción, situación que es regulada en el artículo 66 CIA, de 
la siguiente manera: 

1.	 El consentimiento es la manifestación informada, libre y volun-
taria de dar en adopción a un hijo o hija por parte de quienes 
ejercen la patria potestad ante el Defensor de Familia.  

2.	 El Defensor de Familia deberá asesorar debida y ampliamente 
al progenitor e informarlo  sobre las consecuencias jurídicas y 
psicosociales del consentimiento. 

4.	 En cuanto al carácter irrevocable del consentimiento, se les debe 
informar que se les  concede un mes contado a partir de la fe-
cha en que la otorgan, para revocarlo. Posteriormente, pasa a 
ser irreversible. 

5.	 Se es idóneo constitucionalmente para dar el consentimiento 
para la adopción, una vez transcurrido un mes después del día 
del parto.  

6.	 Los adolescentes o menores de 18 años deberán estar asistidos 
por sus padres o personas que los tengan bajo su cuidado y por 
el Ministerio Público. 

7.	 La autorización del Defensor de Familia en resolución motiva-
da puede sustituir el consentimiento anterior y la hace cuando 
falten las personas encargadas del menor por fallecimiento, por 
abandono y se ignora su paradero, así como por enfermedad 
mental o grave anomalía física certificada por medicina legal, 
a petición del defensor de familia. 

8.	 Si la persona que se pretende adoptar es púber, esto es, mayor 
de 12 años,  debe otorgar su consentimiento como prerrequisi-
to para ser adoptado. 
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9.	 No tiene validez el consentimiento dado para entregar en adop-
ción un niño que está por nacer. 

10.	No se acepta el concedido para adoptantes determinados. Se 
hace una excepción en las filiaciones de consanguíneos, esto es, 
para parientes hasta tercer grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad y para el hijo del cónyuge o compañero del adop-
tante. También la Corte Constitucional ha hecho la excepción 
para un caso de abandono de un bebé en el hogar donde labo-
raba en trabajos domésticos la madre, aprobando la adopción 
a la familia que lo acogió como propio.  

 

Quiénes pueden ser adoptados 

1.	 Los menores de 18 años declarados en situación de abandono. 
2.	 Los menores de 18 años en cuya adopción hayan consentido 

previamente sus padres. 
3.	 Los menores de 18 años que sin estar en situación de abando-

no carecen de representante legal, caso en el cual el Defensor 
de Familia debe consentir en la adopción. 

4.	 Los mayores de 18 años, si han permanecido desde antes bajo 
el cuidado y protección del adoptante.  

5.	 Los menores indígenas abandonados y que están fuera de su co-
munidad. Se debe consultar a la Oficina de Asuntos Indígenas 
para procurar su reincorporación al grupo, en caso de brindar-
le éste la protección debida. Ante todo, se busca el respeto para 
sus usos y costumbres, siempre y cuando no lo perjudiquen. 

6.	 El hijo extramatrimonial de uno de los cónyuges, o el hijo ma-
trimonial del cónyuge viudo,  puede ser adoptado por su pareja. 

7.	 Los menores entregados por sus representantes legales al ICBF 
o a una institución autorizada, para ser dados en adopción. 

 
Actuación Procesal. (Art. 124 CIA) 
La demanda de adopción sigue un trámite de jurisdicción voluntaria, 
instaurada por apoderado judicial en representación de los adoptantes, 
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ante un Juzgado de Familia del domicilio del niño o de la entidad a 
cuyo cuidado se encuentre. 

a. 	 Anexos: A la demanda se deben adjuntar los documentos enun-
ciados en el artículo  124 CIA. En caso de tratarse de adoptantes 
extranjeros que residen fuera del país, se deben aportar adicio-
nalmente los documentos enunciados en el Artículo 125 CIA. 

b.	 Trámite: Cuando la demanda es presentada por el Defensor de 
Familia, el Juez dictará sentencia dentro de los diez (10) días si-
guientes si estima que con la demanda se presentaron las prue-
bas suficientes para decretar la adopción. Cuando la demanda 
sea presentada por un apoderado particular, se correrá tras-
lado al Defensor de Familia por el término de tres (3) días. Si 
el Defensor se allanare a ella, el Juez dictará sentencia dentro 
de los diez (10) días siguientes. Pero si el Juez considera insufi-
cientes las pruebas anexadas, señalará un término máximo de 
diez (10) días adicionales para aportar y practicar las pruebas 
que crea necesarias, y con base en ellas adoptará la decisión.  
El proceso de adopción puede suspenderse hasta por tres me-
ses, con autorización del ICBF por motivos justificados; siendo 
este término improrrogable. Una vez en firme la sentencia que 
concede la adopción se debe inscribir en el registro del estado 
civil del menor adoptado que debe reemplazar el registro civil 
original, la cual se anulará. Tanto en éste como en el fallo, se 
debe omitir el nombre de los padres respecto de los cuales se 
destruye el vínculo. 

c. 	 Efectos de la Adopción  (Art. 54 CIA) 
1.	Los efectos de la adopción se surten desde el momento de 

la admisión de la demanda, adquiriendo por tanto los de-
mandantes y el niño los mismos derechos y obligaciones 
como si fueran progenitores e hijos unidos por vínculos de 
consanguinidad. 

2.	La adopción establece parentesco civil entre el adoptivo y el 
adoptante, que se extiende en todas las líneas y grados a los 
consanguíneos, adoptivos o afines a éstos. 

3.	El adoptado toma los apellidos de los adoptantes. Su nombre 
no se puede modificar, a menos que el adoptado sea menor 
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de tres años o consienta en ello y que el juez acepte las razo-
nes para el cambio. 

4.	Para que se permita la salida del país de un menor adoptado, 
bien sea por extranjeros o por nacionales colombianos, de-
berá estar ejecutoriada la sentencia que decreta la adopción. 

5.	Con la adopción, el adoptado deja de pertenecer a su familia 
de origen con la que se extingue todo parentesco de consan-
guinidad; a menos que el adoptante sea el cónyuge de uno 
de los padres biológicos del niño, pues respecto de su padre 
biológico, y dado que en este caso la adopción es unilateral 
y no conjunta, se mantienen con su progenitor biológico y 
su familia todos los vínculos. 

6.	Nadie puede ejercer acción para establecer la filiación de san-
gre del adoptivo, ni reconocerlo como extramatrimonial. Sin 
embargo, a éste se le permite promover en cualquier tiempo 
la de “reclamación del estado civil que le corresponda res-
pecto de sus padres de sangre, únicamente para demostrar 
que quienes pasaban por tales, al momento de la adopción 
no lo eran en realidad” (Art. 65  C. de la I. y A.). 

7.	La sentencia de adopción puede ser apelada ante el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial, con intervención del Defensor 
de Familia, pero en ningún caso será objeto de consulta. 

8.	Es posible pedir la invalidez de la sentencia a través del re-
curso extraordinario de revisión,  siendo viable solicitarlo 
solo en dos casos: 

a. Ausencia de los requisitos legales exigidos para la adop-
ción, tanto sustanciales como procedimentales.

b. Extravío del menor y entrega a una institución para el 
programa de adopción. En este caso, los padres biológicos 
deben demostrar fehacientemente que la pérdida del niño no 
se debió a desprotección suya y que infructuosamente reali-
zaron las diligencias al máximo para encontrarlo. 

9.	Todos los documentos y actuaciones en el proceso son reser-
vados por el término de 30 años; excepto cuando el adoptivo 
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con mayoría de edad solicite una copia para la investigación 
que llegare a resultar. 

10.	 El hijo tiene derecho a que se le revele su verdadero es-
tado civil, es decir, de conocer su origen y el carácter de su 
vínculo familiar. Los padres juzgarán el momento y las condi-
ciones en que no resulte desfavorable para el menor conocer 
esta información. No obstante lo anterior, en caso de que sus 
padres adoptantes no quieran comunicar la verdad a su hijo, 
éste podrá acudir ante el Tribunal Superior correspondiente, 
con apoderado o con el Defensor de Familia, para invocar el 
retiro de la reserva y el acceso al conocimiento buscado. 

 

Régimen legal del trabajo para 
adolescentes: Art. 113 y ss. 
El funcionario competente para expedir por escrito la autorización 
para que un adolescente pueda trabajar, a solicitud de los padres, del 
respectivo representante legal o del Defensor de Familia, es el Inspector 
del Trabajo. A falta de Inspector del Trabajo, la autorización será ex-
pedida por el Comisario de Familia, y en defecto de este por el alcal-
de municipal. 

 
Reglas que deben seguirse al 
otorgar la autorización 

a.	 Deberá tramitarse conjuntamente entre el empleador y el 
adolescente. 

b.	 La solicitud contendrá los datos generales de identificación del 
adolescente y del empleador, los términos del contrato de traba-
jo, la actividad que va a realizar, la jornada laboral y el salario. 

c.	 El funcionario que concedió el permiso deberá efectuar una vi-
sita para determinar las condiciones de trabajo y la seguridad 
para la salud del trabajador. 

d.	 Para obtener la autorización se requiere la presentación del cer-
tificado de escolaridad del adolescente y si este no ha termina-
do su formación básica, el empleador procederá a inscribirlo y, 
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en todo caso, a facilitarle el tiempo necesario para continuar el 
proceso educativo o de formación, teniendo en cuenta su orien-
tación vocacional. 

e.	 El empleador debe obtener un certificado de estado de salud 
del adolescente trabajador. 

e.	 La autorización de trabajo o empleo para adolescentes indíge-
nas será conferida por las autoridades tradicionales de la res-
pectiva comunidad teniendo en cuenta sus usos y costumbres. 
En su defecto, la autorización será otorgada por el inspector 
del trabajo o por la primera autoridad del lugar. 

f.	 El empleador debe dar aviso inmediato a la autoridad que con-
firió la autorización, cuando se inicie y cuando termine la rela-
ción laboral. 

g.	 La autorización de trabajo podrá ser negada o revocada en caso 
de que no se den las garantías mínimas de salud, seguridad so-
cial y educación del adolescente. 

 
Jornada de trabajo y salario 
La duración máxima de la jornada laboral de los adolescentes autori-
zados para trabajar se sujetará a las siguientes reglas: 

1.	 Los adolescentes mayores de 15 y menores de 17 años sólo po-
drán trabajar en jornada diurna máxima de seis horas diarias 
y treinta horas a la semana y hasta las 6:00 de la tarde. 

2.	 Los adolescentes mayores de 17 años, sólo podrán trabajar en 
una jornada máxima de 8 horas diarias y 40 horas a la semana 
y hasta las 8:00 de la noche. 

3.	 Los adolescentes autorizados para trabajar tendrán derecho a 
un salario de acuerdo con la actividad desempeñada y propor-
cional al tiempo trabajado. En ningún caso, la remuneración 
podrá ser inferior al salario mínimo legal vigente. 

 

Derechos en caso de maternidad 
Sin perjuicio de los derechos consagrados en el capítulo V del Titulo 
VIII del Código Sustantivo del Trabajo, la jornada de la adolescente 
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mayor de 15 y menor de 18 años, no podrá exceder de cuatro horas 
diarias a partir del séptimo mes de gestación y durante la lactancia, 
sin disminución de su salario y prestaciones sociales. 

 

Prohibición de realizar trabajos 
peligrosos y nocivos 
Ninguna persona menor de 8 años podrá ser empleada para realizar 
trabajos que impliquen peligro o que sean nocivos para su salud e in-
tegridad física o psicológica o los considerados como peores formas 
de trabajo infantil. El Ministerio de la Protección Social, en colabora-
ción con el Instituto Colombiano de Bienestar familiar, establecerán 
la clasificación de dichas actividades de acuerdo al nivel de peligro y 
nocividad que impliquen para los adolescentes autorizados para tra-
bajar y la publicarán cada dos años periódicamente en distintos me-
dios de comunicación. 

El Sistema de Responsabilidad Penal 
de los Adolescentes. Art. 139 y ss.  

    
Principios rectores y finalidad del Sistema.  
En relación con la situación del niño, niña y adolescente infractor de 
la ley penal, en vigencia del Código del Menor, se hacía evidente la 
necesidad de ajustar la legislación nacional tanto a la Constitución 
Política de 1991 como a los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, en especial a la convención sobre los Derechos del Niño, a 
las directrices de las Naciones 

Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil “Directrices 
de Riad”, las reglas mínimas para la administración de la justicia de 
menores “Reglas de Beijing” y las reglas de las Naciones Unidas para 
la protección de los menores privados de la libertad.  

De esta manera, el Código de la Infancia y la Adolescencia, Ley 
1098 de 2006,  formula un conjunto de acciones, procedimientos y me-
didas, que desde la perspectiva del interés superior y la prevalencia de 
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sus derechos están orientadas a su protección y bienestar. Para ello, 
también hizo  el reconocimiento de los principios y de las garantías 
procesales que deben rodear los procesos en donde se investigan y juz-
gan a los menores que violan la ley penal. 

En el artículo 139 CIA, se define como  “el conjunto de princi-
pios, normas, 

procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes  ad-
ministrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamien-
to de delitos cometidos por personas que tengan entre catorce (14) y 
dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible”.

 En cuanto a la edad de responsabilidad penal,  hay que tener en 
cuenta que para los efectos de la Convención internacional sobre los 
Derechos del Niño, niño es todo ser humano menor de 18 años de 
edad, salvo que en virtud de la ley que le sea aplicable haya alcanzado 
antes de la mayoría de edad.  Pero al suscribir este Convenio, los dife-
rentes Estados se comprometieron a establecer una edad mínima an-
tes de la cual se presumirá que los niños no tienen la capacidad para 
infringir las leyes penales. 

Por esta razón, respetando los lineamientos de los tratados in-
ternacionales antes mencionados, que piden un trato diferencial que 
vaya acorde con el desarrollo biológico del niño, en consideración a 
su grado de madurez mental, emocional e intelectual, el Código de la 
Infancia y de la Adolescencia, en su Art. 142 establece que, las personas 
menores de catorce (14)  años no pueden ser juzgadas ni declaradas 
responsables penalmente ni privadas de la libertad, bajo denuncia  o 
sindicación de haber cometido  una conducta punible; así como tam-
poco los mayores de 14 y menores de 18 años con discapacidad psíqui-
ca o mental.  Todo esto tomando en cuenta la perspectiva de género, 
con miras a garantizar la equidad por diferencias de edad, del Art. 1262 

Y  agrega en su Art. 169 que, las conductas punibles realizadas 
por personas mayores de catorce (14) y que no hayan cambiado los 

62	 Sarmiento Santander, G.L.  (2007) Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes,  Bogotá, Fiscalía General de la Nación, Escuelas de Estudios 
e Investigaciones Criminalísticas y Ciencias Forenses., Imprenta Nacional de 
Colombia. 
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dieciocho (18) años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, 
conforme a las normas consagradas en la misma ley. 

Entonces aquí cabría preguntar si a los adolescentes ubicados en la 
franja que se les considera imputables, esto es entre los 14 y los 18 

años,  se les debe imponer penas, medias o sanciones. Al respecto, la 
Corte Constitucional, en sentencia C-629 de 1996, destacó que la res-
ponsabilidad de carácter punitivo requiere necesariamente del funda-
mento subjetivo de culpabilidad. Esto significa que  la responsabilidad 
del adolescente requiere del elemento subjetivo o de la culpabilidad, 
demostrando que su conducta es dolosa, culposa o preterintencional.  
Por consiguiente se puede afirmar del contexto de la ley 1098 que el 
Sistema de Responsabilidad Penal del Adolescente, está ubicado en el 
derecho penal de “Acto” y no en el de 

“Autor”, como podría pensarse con el sistema del Código del 
Menor, ajustándose ahora a los postulados del estado social de dere-
cho63.    Haciendo precisión sobre lo dicho anteriormente, surge  la 
inquietud sobre la naturaleza de las sanciones en  el nuevo Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes, si son de naturaleza san-
cionadora más que educativas o más educativas que sancionadoras. 
Lo cierto es que cuando un adolescente comete un delito, la sociedad 
le exige al Estado adoptar una medida o sanción, pues la defensa del 
orden público  está en juego. “A pesar de no plasmarlo expresamente 
en el código, se puede entender que a través de las sanciones o medi-
das, el legislador no pretende castigar en toda la extensión de la pala-
bra,  sino que busca, que al momento de su cumplimiento, las mismas 
se orienten a la efectiva reinserción social del o de la adolescente me-
diante su protección y educación –también restauración-. Se aprecia 
entonces que hay un componente de castigo mediante la restricción de 
derechos, pero en la ejecución de la sanción o medida no tiene un sen-
tido de retribución sino de protección –bienestar- y reinserción social 

63	 Arias López, Juan Carlos (2009), Bloque de constitucionalidad y Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes, Bogotá, Consejo Superior de la 
Judicatura, Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”.  
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de la de la adolescente, pues el principio del interés superior del me-
nor así lo exige.64 

Por esto, hay que tener en cuenta la situación del adolescente in-
fractor, y es esta la razón por la cual, según el Art. 140, la finalidad 
tanto del proceso como las medidas que se tomen, debe ser de carácter 
pedagógico, de características muy específicas y que lo diferencien del 
sistema  penal para los adultos infractores de la ley penal. Así pues, el 
proceso “deberá garantizar la justicia restaurativa, la verdad y la re-
paración del daño”; y adicionalmente, “En caso de conflicto normati-
vo entre las disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para todo 
efecto hermenéutico, las autoridades deberán privilegiar el interés supe-
rior del niño y orientarse por los principios de la protección integral”. 

 

Características del Sistema 	  
De lo dicho antes y siguiendo  las normas que establecen los princi-
pios generales que rigen el sistema, se pueden extraer las siguientes 
características:  

•	 Los menores de 14 años  y los discapacitados psíquicos y men-
tales están excluidos de responsabilidad penal 

•	 Los padres son responsables civilmente de las consecuencias del 
delito 

•	 Incluso pueden responder penalmente por acción y omisión de-
biendo impedir el daño  

•	 Se les aplicará medida de restablecimiento de derechos o de 
seguridad.  

•	 La finalidad del sistema de responsabilidad penal es que los trá-
mites  y/o medidas que se adopten  tengan un carácter pedagó-
gico específico y diferenciado del de los adultos. 

•	 Debe privilegiar el interés superior del menor y  obedecer a los 
criterios de protección integral y medidas de carácter pedagógico  

•	 Se deben cumplir todas las garantías procesales del debido proce-
so, el principio de legalidad, derecho de defensa, e inmediación. 

64	 Ibídem, Pág. 51 
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•	 Las autoridades judiciales deben facilitar en todo momento el 
principio de oportunidad, la conciliación y reparación integral 
de los daños 

•	 El principio de oportunidad puede dar lugar a la renuncia por 
parte de la fiscalía a la persecución penal, en los casos en que 
los adolescentes  hayan hecho parte de grupos armados al mar-
gen de la ley. 

 

El procedimiento aplicable en 
el sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes  
Se regirá por las normas consagradas en la Ley 906 de 2004, Sistema 
Penal Acusatorio, exceptuando aquellas que sean contrarias al interés 
superior del adolescente. En todas las diligencias que se adelanten, es-
tará presente un Defensor de Familia, con el fin de verificar la garan-
tía de los derechos del adolescente. Las audiencias serán cerradas al 
público si el juez considera que la publicidad puede dañar psicológi-
camente al adolescente.  

De igual manera, de acuerdo con el artículo 153 CIA, las actua-
ciones procesales adelantadas en el Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes están sujetas a reserva y sólo podrán ser conocidas 
por las partes, sus apoderados y los organismos de control. Queda 
prohibido revelar la identidad o imagen que permita la identificación 
de las personas procesadas.  

Se establece con severidad la obligación de que toda actuación que 
se adelante en la etapa del juicio se efectúe directamente por el funcio-
nario judicial. La violación de este principio será causal de destitución 
del cargo.  De acuerdo con el artículo 157 CIA, en los procesos de res-
ponsabilidad penal para adolescentes no proceden los acuerdos entre 
la Fiscalía y la Defensa. Cuando el adolescente aceptare los cargos en 
la audiencia de legalización de la aprehensión o de imputación, se pro-
cederá a remitir el asunto al juez de conocimiento para que fije la fecha 
para la audiencia de imposición de la sanción. El juez, como medida 
previa, deberá instar a la Defensoría de Familia para que proceda al 
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estudio de la situación familiar, económica, social, psicológica y cultu-
ral del adolescente y rinda el informe en dicha audiencia. El juez ten-
drá en cuenta la situación del menor y la aceptación de los cargos, al 
momento de imponer la correspondiente sanción.  

Para los efectos de la responsabilidad penal para adolescentes, la 
privación de la libertad sólo procede para las personas que al momen-
to de cometer el hecho hayan cumplido catorce (14) y sean menores 
de 18 años. La privación de la libertad sólo procederá como medida 
pedagógica. Se entiende por privación de la libertad toda forma de in-
ternamiento, en un establecimiento público o privado, del que no se 
permite al adolescente salir por su propia voluntad. Este internamien-
to se debe cumplir en establecimientos de atención especializada en 
programas del Sistema Nacional de Bienestar Familiar siempre sepa-
rados de los adultos. Si no existieren estos establecimientos especia-
les, el funcionario judicial procederá a otorgarles libertad provisional 
o detención domiciliaria.  

 
Las sanciones. Art. 177 CIA. 
Según lo establece el artículo 177, son sanciones aplicables a los ado-
lescentes a quienes se les haya declarado su responsabilidad penal: 

1.	 La amonestación (Art. 182). 
2.	 La imposición de reglas de conducta  (Art. 183). 
3.	 La prestación de servicios a la comunidad  (Art. 184). 
4.	 La libertad asistida (Art. 185). 
5.	 La internación en medio semicerrado (Art. 186). 
6.	 La privación de libertad en centro de atención especializado  

(Arts. 187 y 188). 

Las sanciones se deben cumplir en programas de atención especiali-
zados del sistema Nacional de Bienestar Familiar y deberán respon-
der a lineamientos técnicos diseñados por el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar. Es obligación de la autoridad competente asegurar 
que el adolescente esté vinculado al sistema educativo. El Defensor de 
Familia o quien haga sus veces deberán controlar el cumplimiento de 
esta obligación y verificar la garantía de sus derechos. 
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Criterios para imponer la sanción  
En el Art. 179 se establecen como criterios para la definición de las 
sanciones, los siguientes: 

1.	 La naturaleza y gravedad de los hechos. 
2.	 La proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las 

circunstancias y gravedad de los hechos, las circunstancias y 
necesidades del adolescente y las necesidades de la sociedad. 

3.	 La edad del adolescente. 
4.	 La aceptación de cargos por el adolescente. 
5.	 El incumplimiento de los compromisos adquiridos por el Juez. 
6.	 El incumplimiento de las sanciones.  

Hay que tener en cuenta que los adolescentes entre 14 y 18 años que 
incumplan cualquiera de las sanciones previstas en este Código, ter-
minarán el tiempo de sanción en internamiento. De igual manera, el 
incumplimiento por parte del adolescente del compromiso de no vol-
ver a infringir la ley penal, ocasionará la imposición de la sanción de 
privación de libertad por parte del juez. 

 

Los niños, niñas y adolescentes 
víctimas de delitos Art. 197 y ss.     
En los procesos penales en que se juzgue un adulto y en el cual sea 
víctima un menor, el incidente de reparación integral de perjuicios se 
iniciará de oficio si los padres, representantes legales o el Defensor de 
Familia no lo hubieren solicitado dentro de los treinta días siguientes 
a la ejecutoria de la sentencia. 

    
Los delitos en contra de niños, 
niñas y adolescentes 
Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo la 
modalidad dolosa, delitos contra la libertad, la integridad y formación 
sexuales, o secuestro, contra menores, se aplicarán las siguientes reglas: 
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1.	 Si hubiera mérito para proferir medida de aseguramiento, ésta 
consistirá siempre en detención en establecimiento de reclusión, 
sin que sea posible aplicar medidas no privativas de la libertad 
previstas en la ley. 

2.	 No es posible tampoco otorgar el beneficio de  detención pre-
ventiva en establecimiento carcelario por la detención en el lu-
gar de la residencia. 

3.	 No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del 
principio de oportunidad, previsto en la ley, para los casos de 
reparación integral de perjuicios. 

4.	 No procederá el subrogado penal de Suspensión condicional de 
la Ejecución de la Pena, contemplado en el Art. 63 del Código 
Penal. 

5.	 No procederá el subrogado penal de la Libertado Condicional, 
previsto en el artículo 64 del C. P.  

6.	 En ningún caso, el juez de ejecución de penas concederá el be-
neficio de sustitución de la ejecución de la pena, previsto en el 
Art. 46 de la Ley 906 de 2004. 

7.	 No procederán las rebajas de pena con base en los “preacuer-
dos y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado”, 
previstos en la Ley 906 de 2004. 

8.	 Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial 
o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consa-
grados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta 
sea efectiva. 

 
Según Auto de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, de fecha 
septiembre 17 de 2008,  

…aunque se allanen a los cargos, los procesados por homicidio, 
lesiones personales dolosas, delitos sexuales o secuestro cometi-
dos contra menores de edad no pueden obtener rebajas de pena, 
aclaró la Corte suprema de Justicia. Pese a que el Código de la 
Infancia y la Adolescencia no menciona el allanamiento al enun-
ciar las restricciones a los beneficios y mecanismos sustitutivos de 
la pena cuando las víctimas son menores de edad, de la interpreta-
ción armónica de la norma se desprende la intención del legislador 
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de eliminar cualquier prerrogativa a favor de los procesados. La 
única excepción, advirtió la Corte Suprema, son los beneficios por 
colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, 
cuando esta sea efectiva. 

De  igual manera y al respecto, la Corte Constitucional declaró exe-
quible el numeral 3º del artículo 199 de la Ley 1098 de 2006, que pro-
híbe la aplicación del principio de oportunidad por reparación integral 
de perjuicios, cuando se trata de delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexual o secuestro cometidos contra niños o adolescen-
tes. El Alto Tribunal, en sentencia C-738 del 23 de julio de 2008 con 
ponencia de Marco Gerardo Monroy, recordó que uno de los límites 
a la aplicación del principio de oportunidad es la existencia de acuer-
dos internacionales en virtud de los cuales se compromete a sancionar 
conductas que, por su gravedad, ofenden la conciencia social, y dentro 
de ellos están los delitos contra los niños, niñas y adolescentes. Según 
la Corte, el Estado no puede omitir, suspender o renunciar a la acción 
penal cuando el afectado es un menor de edad, sino que debe llevar la 
investigación hasta sus últimas consecuencias. 

 
Circunstancias de agravación punitiva 
Cuando las conductas señaladas en los artículos anteriores se cometan 
en niños y niñas menores de catorce (14) años, las respectivas penas se 
aumentarán en el doble (Art. 119 de la Ley 509 de 2000). 
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nocer la incidencia del derecho en las relaciones humanas y en la 

superación de conflictos sociales. En este contexto, el tema central 

de este libro lo constituyen las opiniones de las víctimas sobre la 

reparación como una de las exigencias más importantes en la cultura jurídica, 

social y política actual. Por lo tanto, la temática relacionada con dichos derechos 

constituye la mayor preocupación del ciudadano y de los científicos sociales y 

filósofos que se dedican al estudio del hombre, del Estado, de la democracia 

y del derecho.

Esta investigación pretende proporcionar elementos para ampliar y ajustar 

programas de reparación teniendo en cuenta el ámbito de observación privile-

giado por la Corte IDH, la cual se ha referido a la reparación integral, como todas 

aquellas medidas destinadas a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 

cometidas y la indemnización. De esta manera se trata de reparar por los daños 

materiales e inmateriales (ejemplo: al proyecto de vida), y de brindar diferentes 

formas de reparación que finalmente son traducidas en indemnizaciones, me-

didas de rehabilitación satisfacción y garantías de no repetición, aludiendo así a 

una reparación integral.

El lector encontrará un abordaje integrador e interdisciplinar al componente

no patrimonial en las medidas de reparación de los fallos de la Corte IDH con

respecto a Colombia; se convierte en una investigación muy oportuna dada la

situación actual que presenta nuestro país en cuanto a violaciones a los derechos

humanos, resarcimiento a las víctimas y superación del conflicto particularmente

en el vigente conflicto sociopolítico.
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Las páginas de este libro están motivadas por la importancia decisiva 
que la familia tiene para el ser humano. La familia es el lugar en el que 
brota la vida y en el que primeramente se propone y alienta el sentido de 
la vida y se sientan las bases para afrontar con decisión la tarea de vivir. 
Siempre seremos el reflejo de nuestra familia primera y recordaremos 
aquellos espacios y lugares que fueron para nosotros hogar familiar y 
promesa de futuro.

Me conmueve pensar que Dios mismo, analógicamente, sea un ser fami-
liar y en comunión, que creó al ser humano a su imagen para que viva 
también la experiencia de ser feliz con otros en comunión y amor. Una 
de las convicciones más profundas que hoy dirigen mi vida es que lo que 
llamamos “vocación” es precisamente la llamada a vivir como vive Dios: 
en amor y comunión, en ayuda mutua y entrega desinteresada. Podemos 
hacerlo porque Dios no nos pide lo que antes no nos ha dado. Él nos amó 
primero y se entregó por nosotros.

Por lo anterior, este estudio teológico tiene como objetivo principal el 
presentar el rostro de la familia cristiana y en consecuencia del ser 
humano desde la consideración de la familia como comunidad humana 
de vida-amor, fe-esperanza y desarrollo humano y social, a la luz de los 
desarrollos trinitarios recientes y del magisterio hasta Benedicto XVI, 
siendo este un aporte que sirve de telón de fondo, para interpretar el ma-
gisterio actual del Papa Francisco sobre la familia.
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